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Anulan sanción de arresto de un 
policía porque no pudo defenderse 
antes de que se la aplicaran 
El agente había recibido el castigo y pudo formular su descargo sólo al día  
siguiente. También se ordenó borrar la medida de su legajo y compensar  
los días cumplidos con francos de servicio  

i
a Sala Contencioso-adminis-
trativa del Tribunal Superior 
de Justicia (TSJ) de Córdoba 

confirmó la nulidad de la sanción 
disciplinaria de 12 días de arresto 
aplicada al oficial P. A. Á. , rechazó 
la apelación de la Provincia de 
Córdoba y, al admitir el recurso del 
actor, modificó únicamente lo re-
lativo a las costas, que impuso a la 
demandada vencida en ambas 
instancias. De este modo, quedó 
firme la orden de suprimir del le-
gajo personal el registro de la san-
ción, restablecer al agente en la si-
tuación anterior y reconocerle el 
derecho a compensar los doce días 
de arresto cumplidos con francos 
de servicio. 

El Alto Cuerpo -integrado por 
Domingo Sesin, autor del voto, Aí-
da Lucía Teresa Tarditti y Luis Ru-
bio- sostuvo que la sanción era ile-
gítima porque fue aplicada antes 
de que el agente pudiera ejercer 
adecuadamente su derecho de de-
fensa. La medida había sido dis-
puesta por la División Defensas 
Penales de la Dirección Asesoría 
Letrada de la Policía de la Provin-
cia de Córdoba por considerar in-
cumplida una orden de presentar 
renuncias a las causas en las que el 
oficial intervenía como abogado 
defensor. 

El TSJ destacó que el procedi-
miento administrativo constitu-
ye una garantía jurídica de parti-
cular importancia en materia 
sancionatoria. La Administra-
ción no puede imponer una san-
ción sin un procedimiento previo 
destinado a comprobar la infrac-
ción y respetuoso del debido 
proceso adjetivo y del derecho de 
defensa. Ello exige una acusación 
concreta, con determinación de 

los hechos atribuidos, y la posibi-
lidad de formular descargo, ale-
gar las razones defensivas y ofre-
cer prueba antes de la decisión. 

En el caso, la sanción fue aplica-
da el 10 de marzo de 2015 y recién 
al día siguiente P. A. Á. presentó su 
descargo. Posteriormente, el jefe 
de la División confirmó la medida 
ya impuesta. Para el Tribunal, esa 
secuencia demuestra que el agen-
te fue privado de ejercer su defen-
sa en forma previa: el descargo 
posterior no convirtió en regular 
un procedimiento que ya había 
culminado con la imposición de la 
sanción. 

 
Posibilidad 
La sala remarcó que la posibilidad 
de interponer recursos adminis-
trativos posteriormente tampoco 
subsana esa omisión. El recurso 
procura la revisión de un acto ya 
dictado y eventualmente agotar la 
vía administrativa, mientras que 
el debido proceso previo busca 
permitir al imputado controvertir 
oportunamente la acusación y 

evitar una decisión sancionatoria 
injustificada. Por ello, no es equi-
valente garantizar el acceso a una 
vía recursiva que asegurar el “su-
mario previo” exigido constitucio-
nalmente. 

En esa línea, afirmó que el des-
cargo posterior configuró un des-
vío procedimental que privó al 
agente de defenderse y ofrecer 
prueba debidamente. La omisión 
colocó al sancionado en situación 
de indefensión y vulneró garantí-
as que deben respetarse también 
en los procedimientos adminis-
trativos, no sólo en los procesos 
penales. 

El tribunal agregó que existían 
otras circunstancias que ratifica-
ban la ilegitimidad del obrar admi-
nistrativo. La conducta de P. A. Á. 
frente a la orden recibida resultaba 
razonable dentro de su deber fun-
cional de garantizar la defensa téc-
nica de los integrantes de la fuerza 
policial. Además, una renuncia in-
tempestiva a las causas podía afec-
tar a los justiciables, circunstancia 
que el agente había advertido a su 
superior conforme al deber de in-
formar cuando una orden pudiera 
perjudicar el servicio. 

En consecuencia, el fallo con-
cluyó que los agravios de la Pro-
vincia no lograron rebatir los fun-
damentos de la sentencia y que el 
acto administrativo estaba viciado 
en su causa y procedimiento, que-
dando comprendido en el artículo 
104 de la Ley 6658. Asimismo, con-
sideró arbitraria la distribución 
original de costas por su orden: la 
demandada no podía desconocer 
la exigencia del descargo previo y 
el actor debió acudir a la Justicia 
para revertir un arresto irrazona-
ble. Por ello, las costas de ambas 
instancias fueron impuestas a la 
Provincia de Córdoba. 

Condenan a la Provincia  
por el intercambio de dos bebés 
ocurrido hace 49 años
El Juzgado de Primera Instancia 
Civil y Comercial de 35ª Nomina-
ción de Córdoba, a cargo del juez 
Mariano Andrés Díaz Villasuso, 
condenó a la Provincia de Córdo-
ba a indemnizar por daño moral 
a dos mujeres que fueron inter-
cambiadas al nacer en una ma-
ternidad pública en 1977 y a la 
madre biológica y de crianza in-
volucrada, al considerar acredi-
tado mediante prueba indiciaria 
y genética que las recién nacidas 
fueron entregadas a familias 
equivocadas y que ello configuró 
una falta de servicio atribuible 
objetivamente al Estado. En 
cambio, rechazó las demandas 
promovidas por los hermanos de 
las afectadas por carecer de legi-
timación para reclamar el daño 
extrapatrimonial. 

El caso se originó al descubrir-
se, décadas después, que M. del 
V. G. y L. B. B., nacidas el 25 de 
mayo de 1977, no habían sido 
criadas por sus respectivas fami-
lias biológicas. La investigación 
impulsada para reconstruir la 
identidad permitió establecer 
mediante estudios de ADN los 
vínculos genéticos y confirmar la 
hipótesis del intercambio. El ma-
gistrado ponderó además que 
ambas habían nacido el mismo 
día en la maternidad y destacó 
que la Provincia, pese a haber si-
do emplazada, no exhibió el libro 
de inscripción de nacimientos, 
omisión que valoró como pre-
sunción en su contra. 

Díaz Villasuso señaló que se 
trataba de reconstruir judicial-
mente un acontecimiento ocu-
rrido 49 años atrás, circunstancia 
que hacía extremadamente difí-
cil obtener prueba directa. Por 
ello consideró aplicable el crite-
rio de la “prueba difícil” y flexibi-
lizó la valoración de los indicios. 
Estos resultaron, a su juicio, se-
rios, precisos y concordantes pa-
ra concluir que “el intercambio 
sólo pudo ocurrir en los primeros 
días de vida”, cuando ambas be-
bés se encontraban bajo cuidado 
hospitalario. 

Sobre esa base, el juez atribuyó 
responsabilidad al Estado pro-
vincial por falta de servicio. Ex-
plicó que la responsabilidad es-
tatal por la actuación de sus 
agentes es directa y objetiva 
cuando existe una prestación 
irregular de un servicio público. 
En particular, sostuvo que una 
maternidad no sólo debe garan-
tizar condiciones seguras duran-
te el parto, sino también asegurar 
que cada recién nacido sea entre-
gado a su familia, obligación esta 
última que calificó como de re-
sultado. Al no haberse acreditado 
ninguna causa que pudiera exi-
mir al Estado, tuvo por configu-
rada la responsabilidad. 

 
Hechos 
Respecto del daño moral, el 
juez entendió que surgía de los 

propios hechos y no necesitaba 
prueba directa, porque el inter-
cambio produjo una adultera-
ción o sustitución de la identi-
dad personal y familiar. Remar-
có que las mujeres atravesaron 
prácticamente toda su niñez, 
adolescencia y adultez dentro 
de familias que no eran las bio-
lógicas y fueron privadas simul-
táneamente de desarrollarse 
junto a sus familias de origen. 
La situación se agravó porque 
tres de los progenitores habían 
fallecido cuando se conoció la 
verdad, haciendo imposible 
cualquier revinculación con 
ellos. 

La prueba psiquiátrica confir-
mó además distintas repercusio-
nes emocionales. Particularmen-
te respecto de M., la perito deter-
minó una incapacidad psíquica 
parcial y permanente del 25% 
por trastorno depresivo persis-
tente, mientras que en L. consta-
tó impacto emocional y pertur-
bación vincular, aunque sin cua-
dro psiquiátrico activo. En N., 
madre biológica de una de ellas y 
de crianza de la otra, se verificó 
afectación emocional vinculada 
causalmente con los hechos. 

Al cuantificar las reparaciones, 
el magistrado ponderó especial-
mente que durante 49 años las 
víctimas estuvieron privadas de 
su verdadera identidad y de los 
vínculos con sus familias bioló-
gicas, situación que calificó co-
mo extraordinaria e irreparable. 
Así, fijó $30 millones para M. del 
V. G. y $25 millones para L. B. B. y 
G. N. F., respectivamente, más 
intereses. 

Distinta solución adoptó res-
pecto de los hermanos de am-
bas mujeres. Aunque reconoció 
que el padecimiento sufrido era 
indudable, sostuvo que eran 
damnificados indirectos y que 
la normativa aplicable al mo-
mento del hecho sólo habilita-
ba el reclamo de determinados 
herederos forzosos cuando la 
víctima directa hubiera falleci-
do. Como M. y L. sobrevivieron 
y tampoco se había planteado 
la inconstitucionalidad de esa 
limitación, rechazó las deman-
das indemnizatorias de los her-
manos por falta de legitimación 
sustancial. 

SANCIÓN. La Justicia anuló los 12 días de arresto impuestos a un oficial de la Policía 
de Córdoba porque la medida fue aplicada sin garantizarle previamente el derecho 
de defensa. 
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